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Una financiación conforme a la Constitución 

Manuel Jiménez de Parga, Presidente emérito del Tribunal Constitucional (ABC, 11/05/05) 

 

 Se puede abrir un debate para llegar a conclusiones técnicas, de saberes tributarios y financieros, 

acerca de la manera de facilitar los recursos económicos que necesitan las Comunidades y los municipios 

para desarrollar su tarea en un Estado de las Autonomías. Probablemente hay varias soluciones 

estimables. Sin embargo, lo que en este momento interesa es trazar la frontera que separa a las 

fórmulas de financiación, conforme a la Constitución, de aquellas otras que se sitúan en terrenos 

extraños, al margen del ordenamiento jurídico-político establecido. 

 La Constitución Española (CE) de 1978 se articula con normas y con principios. Uno de los 

principios constitucionales que debemos tener en cuenta, al considerar la financiación de Comunidades y 

municipios, es el principio de solidaridad. Se trata de un principio constitucional y constitucionalizado, que 

no debemos reducir ni a lo que son principios generales del Derecho ni a lo que son valores superiores 

proclamados en el artículo primero del texto constitucional. 

 Si la solidaridad fuese sólo un valor superior del ordenamiento jurídico, como son la libertad, la 

justicia, la igualdad y el pluralismo político, su eficacia sería la propia de las ideas directivas generales 

para la interpretación y aplicación de las normas. 

 Si la solidaridad fuese sólo un principio general del Derecho, dentro de los mencionados en el 

artículo primero, cuarto, del Código Civil, serviría de aplicación supletoria en los casos de una laguna en 

la Constitución, y, además, informaría el ordenamiento constitucional, con el propósito de darle forma 

sustancial. 

 Pero la solidaridad es algo más. Como principio constitucional y constitucionalizado posee la 

fuerza vinculante de las normas jurídicas; es una fuente normativa inmediata, en el sentido profundo de 

no necesitar de la interposición de regla, o circunstancia alguna, para alcanzar su plena eficacia. 

 La solidaridad entre los españoles es un principio que se halla constitucionalizado en el texto de 

1978. Después del reconocimiento expreso de la solidaridad en el artículo 2 CE, el artículo 138.1 está 

redactado así: «El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el 

artículo 2 de la Constitución». 

 Ante una afirmación tan categórica, que hace imposible cualquier discusión sobre su orientación y 

alcance, el Tribunal Constitucional ha estimado que el artículo 138.1 CE, que hemos transcrito, contiene 

una disposición que «no puede ser reducida al carácter de un precepto programático, o tan siquiera el de 

elemento interpretativo de las normas competenciales. Es, por el contrario —prosigue el TC en su 

sentencia 146/1992—, un precepto con peso específico y significado propios». 

 La solidaridad, en suma, no es un postulado de futuro, una idea en las nubes políticas que acaso 

un día se transforme en agua que dé fertilidad a todos los campos españoles. La solidaridad es un 

principio que vincula ya a todos los poderes públicos. 

 Con esta vinculación solidaria, los poderes autonómicos tienen que ejercitarse de buena fe, con 

lealtad constitucional. He de invocar otra vez la doctrina del TC, intérprete supremo de la Constitución. 

Ahora en la Sentencia 64/1990: el ejercicio de las competencias por cada Comunidad Autónoma no ha de 

llevar a adoptar decisiones o realizar actos que perjudiquen o perturben el interés general, sino que han 

de orientarse, por el contrario, teniendo en cuenta la comunidad de intereses que las vinculan entre sí y 
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que no puede resultar disgregada o menoscabada a consecuencia de una gestión insolidaria. Y para el 

tema de la financiación de las Comunidades y municipios, el principio de solidaridad exige que las zonas 

de mayor capacidad económica asuman ciertos sacrificios o costes en beneficio de otras menos 

favorecidas. 

 La doctrina del TC, en este punto, queda perfectamente diseñada. La autonomía financiera no se 

configura en la Constitución en términos absolutos, sino que se ve sometida a limitaciones derivadas de 

los principios, que el artículo 156.1 CE proclama, a saber: coordinación con la Hacienda estatal y 

solidaridad entre todos los españoles. 

 Finalmente, he de recordar que la solidaridad es un principio constituyente, si se quiere 

preconstitucional, anterior a la elaboración del texto de 1978. El poder constituyente ejerció su tarea 

sobre la base de la solidaridad. 

 Pienso que hay que prestar atención sólo a las recetas técnicas, de saberes tributarios y 

financieros, que sean conformes a la Constitución, uno de cuyos principios expresamente 

constitucionalizado es el de la solidaridad entre todos los españoles. Las otras, las inconstitucionales «a 

radice», perturban tanto que pueden llevarnos a perder el juicio. 

  


